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Doctor
JESUS MARIA ESPAÑA VERGARA
Secretario Comisión Séptima 
Senado de la República
Ciudad
Asunto: Proyecto de ley número 12 de 2009 Se-

nado, ��������	���
������������������������������	-
lo 14 de la Ley 100 de 1993. 

Señor Secretario:
Cursa en la Comisión Séptima del honorable 

Senado de la República la iniciativa parlamentaria 
indicada en el asunto de la referencia, la cual está 
pendiente de rendir ponencia en primer debate; en 
consecuencia, consideramos oportuno dar a conocer 
al ponente y a la comisión en general el concepto 
institucional en relación con su contenido desde la 
perspectiva del Sector de la Protección Social, to-
mando como documento base el texto publicado en 
la Gaceta del Congreso número 586 del 22 de julio 
de 2009. 

I. Análisis de Constitucionalidad.
Estudiado el texto del proyecto de ley, su  marco 

legal y la exposición de motivos, cuyo objeto es que 
por efecto del principio de favorabilidad, las pensio-
nes se incrementen anualmente en el porcentaje más 
alto entre el IPC y el incremento del salario mínimo 
legal mensual vigente, es decir, que se aplique la va-
riable macroeconómica que le resulte más favorable 
al pensionado al momento en que se efectúe el re-
ajuste, consideramos que la iniciativa legislativa se 

ajusta a lo dispuesto en los artículos 158 y 169 de la 
Constitución Política, que hacen referencia a unidad 
de materia y título de la ley.

No obstante lo anterior, estimamos la propuesta 
podría desconocer lo dispuesto en el Acto Legisla-
����� ��� 	
� ����� �
� ��	����� 
�� ��������� ��� 	
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Constitución Política, el cual dispone lo siguiente: 
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en vigencia de este acto legislativo, deberán asegu-
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ellas”. (Resaltado fuera de texto).

De conformidad con la citada disposición es 
evidente que la ley con la cual se pretenda mo-
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aplicar el mayor entre IPC y salario mínimo, debe 
señalar los recursos con los cuales se cancelará di-
cho incremento, lo cual no ocurre en el presente 
caso, pues el texto de la ley se limita a establecer 
que para reajustar las pensiones se aplicará el que 
sea más favorable entre estos dos, sin garantizar la 
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Pensiones. 

En sentido similar, consideramos que el proyec-
to de ley podría resultar contrario al artículo 151 de 
la Constitución Política que dispone:”El Congreso 
expedirá leyes orgánicas a las cuales estará sujeto 
el ejercicio de la actividad legislativa.” (Resaltado 
fuera de texto)

Sobre la jerarquía de las leyes orgánicas se ha 
pronunciado la Corte Constitucional en diversas 
oportunidades; a continuación citamos apartes de la 
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olvidando que es deber del Estado adoptar medidas 
para los grupos poblacionales más desfavorecidos y 
proteger a quienes por diversas razones, entre otras 
económicas, son más vulnerables, tal como lo prevé 
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condición señalada en la parte motiva de esta pro-
videncia, es decir, que en el caso de que la variación 
porcentual del índice de precios al consumidor, cer-
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anterior a aquél en que se vaya a efectuar el reajus-
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en que se incremente el salario mínimo mensual, 
las personas cuya pensión sea igual al salario mí-
nimo mensual vigente, tendrán derecho a que esta 
se les aumente conforme a tal índice&!�(Resaltado 
fuera de texto).

A esta conclusión llega la Corte Constitucional en 
la referida sentencia, luego de realizar el análisis del 
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mínima se encuentran, por razones económicas, en 
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Las instituciones del salario mínimo y de la pen-
sión mínima, se enmarcan dentro de aquellas políti-
cas destinadas a lograr una justicia social, pues son 
medidas especiales de protección a quienes por su 
condición económica se encuentran en situación de 
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,/2&�(Resaltado fuera de texto)
II. Análisis de conveniencia.

Sin perjuicio de las observaciones de constitucio-
nalidad antes señaladas, las siguientes razones de ca-
rácter legal y técnico hacen que la propuesta resulte 
inconveniente:

Tal como se indicó en el acápite anterior, el pro-
yecto de ley no atiende lo dispuesto en el artículo 
7º de la Ley 819 de 2003, esto es, no determina  el 

Las leyes orgánicas se constituyen en reglamen-
tos que establecen límites procedimentales, para el 
ejercicio de la actividad legislativa, en el caso de 
las leyes ordinarias en general�����������������
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(...)” (Resaltado fuera de  texto). 
La Ley 919 de 2003 “Por la cual se dictan normas 

orgánicas en materia de presupuesto, responsabi-
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7º, lo siguiente:
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Sobre el fundamento de la Ley 819 de 2003, la 

Corte Constitucional señaló lo siguiente en Senten-
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Pese a lo anterior, el proyecto de ley objeto de 
análisis adolece del estudio que permita evidenciar 
la factibilidad y ejecutabilidad de la ley, pues no se 
indican los nuevos recursos con los cuales las admi-
nistradoras de pensiones tanto del Régimen de Prima 
Media como del Régimen de Ahorro Individual con 
Solidaridad asumirían el pago del mayor valor que 
resulte de reajustar las pensiones en el porcentaje 
más alto entre IPC y salario mínimo legal mensual. 

Así las cosas, esta medida aunque en principio 
parece plausible ya que busca mejorar la situación 
económica de los pensionados individualmente con-
siderados, puede tener el efecto contrario al momen-
to de su implementación, toda vez que no garantiza 
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Por otra parte, la iniciativa también podría des-
conocer el artículo 13 de la Constitución Política, al 
pretender dar un trato igual a todos los pensionados, 
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los recursos necesarios para cubrir los nuevos cos-
tos, implica a mediano o largo plazo, la posibilidad 
de que se afecte el pago oportuno y completo de las 
mesadas pensionales o las metas de aumento de co-
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Por otra parte, según lo expresado en la exposi-
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mantengan el poder adquisitivo y asegurarles a los 
pensionados una digna subsistencia. Al respecto, es 
necesario precisar que la Ley 100 de 1993 en su ar-
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Ahorro Individual con Solidaridad, las pensiones se 
reajustan anualmente para mantener su poder adqui-
sitivo, así: 

1. Con el porcentaje de aumento del salario míni-
mo legal mensual vigente, si el monto de la pensión 
es igual a dicho salario, salvo que el IPC sea supe-
rior, evento en el cual se aplica este.

2. Con el Indice de Precios al Consumidor (IPC) 
del año anterior, si se trata de pensiones superiores al 
salario mínimo legal mensual vigente. 

En este orden de ideas, resulta evidente que la 
pretensión de este proyecto de ley ya tiene aplica-
ción frente a las pensiones cuyo monto mensual es 
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la Ley 100 de 1993, dando cumplimiento al mandato 
constitucional previsto en el artículo 13 de la Carta 
Política, protege a los pensionados que por percibir 
una mesada pensional equivalente a un (1) salario 
mínimo legal mensual vigente se encuentran en cir-
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más pensionados que tienen mesadas superiores a  
dicho salario.

Ahora bien, en la exposición de motivos del proyec-
to de ley también se invoca el artículo 53 de la Consti-
tución Política, aduciendo que la norma establece como 
principios fundamentales entre otros “ ...situación más 
favorable al trabajador en caso de duda en la aplicación 
e interpretación de las fuentes formales de derecho”, y 
en las consideraciones se hace referencia al principio 
de favorabilidad, según el cual, a la persona se le debe 
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Sin embargo, el principio de la situación más fa-
vorable en caso de duda en la aplicación e interpre-
tación de las fuentes formales del derecho no resulta 
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en cuantía inferior al índice de precios al consumi-
dor, porque  se discriminaría a los pensionados que 
devengan más del salario mínimo, frente a los que 
perciben dicho valor, razón por la cual, en tal evento 
se debe aplicar el IPC, despejando cualquier duda, 
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tanto, deba aplicarse el principio de favorabilidad, en 
virtud del cual, a la persona se le aplica la norma que 
le sea más favorable.

La anterior conclusión se obtiene de la lectura de 
los siguientes apartes de la Sentencia C-168 de 1995, 
los cuales permiten establecer el alcance que la Corte 
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Por las anteriores razones, especialmente las de 
orden constitucional, consideramos inconveniente 
continuar con el trámite de expedición del Proyecto 
de ley número 12 de 2009 Senado y en consecuencia, 
de manera respetuosa solicitamos considerar la posi-
bilidad de su archivo.

Cordial saludo, 
I�������������J������	���

Ministro de la Protección Social.
C.C. Senadores Piedad Córdoba y Rodrigo Lara, 

Ponentes
COMISION SEPTIMA CONSTITUCIONAL  

PERMANENTE DEL HONORABLE  
SENADO DE LA REPUBLICA.

Bogotá D. C., a los cinco (05) días del mes de 
octubre año dos mil nueve (2009).

En la presente fecha se autoriza la publicación 
en la Gaceta del Congreso, de la República, el con-
cepto Jurídico, del Ministro de la Protección Social, 
suscrito por el  Doctor, Diego Palacio Betancourt, en 
siete (07) folios, frente, ������/	����	��	/�
5�	���
12 de 2009 Senado, ��������	���
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��������������	���BK������@���BEE���BCCF. Autoría 
del Proyecto de ley del honorable Senador I�����7�-
�������8������!�

El Secretario,
                           M�
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CONCEPTO JURIDICO DE LA SUPERINTEN-
DENCIA DE SERVICIOS PUBLICOS DOMICI-
LIARIOS, OBSERVACIONES AL PROYECTO 

DE LEY NUMERO 87 DE 2009 SENADO
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Bogotá, D. C.,
Doctor
JESUS MARIA ESPAÑA VERGARA
Secretario General
Comisión Séptima Constitucional
Senado de la República
Ciudad
Referencia: Observaciones al Proyecto de ley 

número 87 de 2009 Senado, ��������	���
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Estimado doctor España:
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del proyecto de ley de la referencia, tengo el gusto 
de, presentar el análisis efectuado por esta Superin-
tendencia respecto de su constitucionalidad y conve-
niencia.

Antes de exponer nuestros comentarios, es impor-
tante señalar que la entidad comparte lo expresado 
en la exposición de motivos sobre la obligatoriedad 
para el Estado colombiano, como parte del “bloque 
de constitucionalidad, de armonizar su legislación 
laboral con los convenios de la OIT y la doctrina ela-
borada por los órganos de control de esa organiza-
ción internacional1.

Por tanto, la SSPD concuerda en que la deter-
minación de los “servicios públicos esenciales”2en 
la legislación interna, como categoría jurídica que 
permite válidamente la limitación del derecho a la 
huelga de los trabajadores, debe obedecer, en buena 
medida, lo dispuesto en dichos convenios y doctrina.

En ese orden de ideas, a continuación pasamos a 
efectuar las siguientes observaciones frente a aque-
llos artículos del proyecto que revisten mayor impor-
tancia para la SSPD.

1°. Artículo 1°.
a) El proyecto de ley es impreciso e incomple-

to en la determinación de los servicios públicos 
esenciales

El artículo 1° del proyecto de ley establece:
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1 Ver: Corte Constitucional, Sentencias T-568 de 1999 y 

C-567 de 2000.
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Lo primero que debe advertirse es que, dentro 

de los servicios públicos esenciales que menciona 
el artículo 1° del proyecto, no están incluidos los 
servicios de alcantarillado, aseo, distribución de gas 
combustible y actividades complementarias, los cua-
les, al quedar excluidos, afectan negativamente los 
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En efecto, el artículo 1° del proyecto de ley –que 
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tantivo del Trabajo– considera como servicios públi-
cos esenciales las siguientes actividades:
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cación de dicha exclusión, porque, al acudir al blo-
que de constitucionalidad, se encuentra que en la 
lista de los servicios considerados por la OIT como 
no esenciales, no aparecen los servicios públicos do-
miciliarios de alcantarillado, aseo y distribución de 
gas combustible.

La fuente del contenido del artículo 1° del pro-
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lación de decisiones de la OIT2, en el cual aparece 
una lista que no es restrictiva. Esta lista simplemente 
enuncia servicios, en relación con los cuales ya ha 
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dos como “esenciales”. De modo que no es contrario 
al derecho internacional incluir otros servicios.

La inclusión de otros servicios es posible, por 
cuanto la misma OIT señaló:
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artículo 1° del proyecto de ley) como ��
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&, 
no puede hacerse de manera arbitraria, pues se trata 
de un concepto con base en el cual se impondrán res-
tricciones al derecho de huelga.

a) La prestación de servicios de salud en el sector 
de hospitalización, cirugía y urgencias.

b) Los servicios de abastecimiento de agua.
c) El servicio telefónico.
d) Los servicios de electricidad.
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Es posible que se interprete que el mencionado 
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ción y que, por tanto, se entienda derogado de ma-
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Es de observar entonces que el proyecto de ley 
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dentro de los servicios que entiende como ��
�����-
��
&, no incluye los servicios de alcantarillado, aseo, 
distribución de gas combustible y las actividades 
complementarias, en los términos del Capítulo II del 
título preliminar de la misma ley.

Con ello, se genera un altísimo riesgo para el 
bienestar de la comunidad derivado de la posibilidad 
de huelga en los servicios de alcantarillado, aseo o 
distribución de gas combustible, todo lo anterior, de 
manera contraria a la Constitución, como se explica 
a continuación.

En primer lugar, porque es evidente que una huel-
qa en los servicios de acueducto, alcantarillado, aseo 
o distribución de qas combustible, puede poner en 

peliqro la vida, la seguridad y la salud de toda o parte 
de la población. Bastaría pensar un segundo en Bo-
gotá después de dos semanas sin servicio de aseo, o 
en los riesgos derivados del abandono por varios días 
de las redes de alcantarillado o de la infraestructura 
que se utiliza para distribuir el gas a miles de fami-
lias que hoy lo utilizan.

Por eso la misma OIT, de manera clara, señaló el 
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hay otra lista que tampoco es restrictiva, en la cual 
aparecen los servicios que no son esenciales en el 
sentido estricto del término, y dentro de la cual no 
se enuncian los servicios de alcantarillado, aseo, dis-
tribución de gas combustible y actividades comple-
mentarias.

Así las cosas, comoquiera que los servicios de al-
cantarillado, aseo y gas cumplen con el criterio men-
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su exclusión.

De otro lado, por la imprecisión de los términos 
que utiliza el proyecto, verbigracia “abastecimiento 
de agua”, “servicio telefónico”, “servicios de elec-
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actividades complementarias de dichos servicios, 
��
����	���
�����'
*������
������
	�	��
���
�����-
tándose de una norma que restringe derechos, su in-
terpretación debe ser restrictiva.

En este orden de ideas, para que el proyecto de ley 
en estudio no sea altamente inconveniente por con-
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tiene amplio sustento constitucional por la relación 
directa de todos los servicios públicos domiciliarios 
con derechos fundamentales, esta norma debería mo-
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b) Adoptar un criterio “subjetivo” para deter-
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En relación con el mismo artículo, la SSPD quie-
re respetuosamente sugerir que se reconsidere el 
criterio �
	�$���#�& que también allí se adopta, re-
tomando su propia doctrina en el Concepto SSPD-
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*3 
con idéntico contenido al que hoy nos ocupa, pre-
sentado igualmente por el honorable Senador Jesús 
Bernal Amorocho. En dicho concepto se indicó lo 
siguiente:
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3 Proyecto de ley número 91 de 2003 Senado, archivado 

en Comisión Séptima del Senado de la República 
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Por tanto, respetuosamente, la SSPD sugiere eli-
minar dicho concepto “
	�$���#�& del artículo prime-
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dentro de la administración pública.
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Dicho literal fue declarado exequible por la Corte 

Constitucional, “
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derecho a la huelga cuando se trata de la prestación 
de servicios públicos exclusivamente esenciales, es 
constitucional, respetuoso del artículo 56 de la Carta 
y de la jurisprudencia de la Corte proferida sobre el 
particular.

3°. Artículo 4°.
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En relación con dicha disposición, debemos ma-
nifestar que las restricciones o prohibiciones fun-
cionan adecuadamente en la medida en que vayan 
acompañadas de ciertas garantías compensatorias. 
De manera que, cuando el derecho de huelga ha sido 
suprimido o limitado, los trabajadores deben gozar 
de una protección adecuada, de suerte que se les 
����
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�������
���������
������
����<�^�����4������
el otorgamiento de garantías apropiadas, tales como 
procedimientos de conciliación y arbitraje imparcia-
les y rápidos.

Lo anterior depende de que los miembros de los 
órganos encargados de esas funciones sean estricta-
mente imparciales, lo que a su vez tiene que ver con 
quien hace el nombramiento de los miembros del 
tribunal de arbitramento. La OIT ha realizado reco-
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dro Martínez Caballero.
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mendaciones a Colombia en el sentido de que el Go-
bierno Nacional –entiéndase Ministerio de la Protec-
ción Social–, no puede ser la autoridad encargada de 
declarar ilegal una huelga. Y esa fue la razón por la 
cual la Ley 1210 de 2008, “��������	���
����������
���������������
������	��
�KKA��	������K���KPB����
'*�����	
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Código Sustantivo del Trabajo, disponiendo que la 
declaratoria debe ser judicial.

^��
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��	
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������	������
�������������#�
del Código Sustantivo del Trabajo para que en la 
conformación del tribunal de arbitramento, en caso 
	
����K�������������
������
���
���	
��
���������`-
blicos esenciales, no deba hacer parte un miembro 
elegido por el Ministerio de la Protección Social, 
es una manifestación del cumplimiento de las reco-
mendaciones6 de la OIT en cuanto a la imparcialidad 
que debe regir en los mecanismos de resolución de 
���K���������
��������������
���*��������*�����~����
cuando se trata de empresas prestadoras de servicios 
públicos esenciales, pues ya sus trabajadores tienen 
restringido el derecho de huelga. Por tal razón, se de-
ben brindar garantías para que también estos trabaja-
dores tengan derecho a manifestar su inconformidad 
en los aspectos laborales, a pesar de que no puedan 
ejercer la huelga como mecanismo de solución de 
controversias.

Ahora bien, el derecho internacional recomienda7 
–a manera de ejemplo– pero no obliga a adoptar la 
�4����	
���������
������������<�^��
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	�	���
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mos que, por la experiencia que ha tenido la estructu-
ra de nuestra rama judicial, no es conveniente adop-
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ser contraproducente frente a la eventual necesidad 
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evitar empates en la adopción de las decisiones.
5 El artículo 2° de la Ley 1210 de 2008 establece:
 “Artículo 2°. 8��+��	�
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6  En el párrafo 550, la OIT señaló que:
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 (Véase 295.o informe, caso núm. 1775 (Belice), párrafo 
517.)” (La subraya es nuestra). 
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Así las cosas, sugerimos que se establezca que 
los tribunales de arbitramento deben estar confor-
mados por tres (3) árbitros, disponiendo otras fór-
mulas para la elección del tercer árbitro, tales como 
su designación por el común acuerdo de los dos ár-
bitros elegidos, o por conformación de listas, o por 
sorteos.

4°. Artículo 6°
El artículo 6° del proyecto dispone:
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El artículo 6° del proyecto de ley establece que 
en los servicios considerados esenciales, dentro de 
los cuales, como ya se vio, hay algunos de los servi-
cios públicos domiciliarios, se prohibe “����������
�����������������������
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nacional no obliga a prohibir el cierre patronal y la 
suspensión de actividades, por razones distintas de 
las de continuidad del servicio. Estas prohibiciones 
pueden ser inconvenientes para atraer inversión pri-
vada al sector, pues existen otras medidas como un 
arbitraje imparcial y expedito para compensar la li-
mitación del derecho a la huelga, que ya está en el 
proyecto de ley.
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Trabajo8, que no prohíbe el cierre ni la suspensión 
de actividades de las empresas de servicios públi-
cos, sino que somete dichas medidas al permiso o 
aviso previo al Gobierno. Medida mucho más pro-
porcional.

En segundo lugar, la SSPD considera inconve-
niente esta norma por cuanto que, actualmente, las 
empresas prestadoras de servicios públicos domici-
liarios pueden ser objeto de disolución y liquidación 
voluntaria, de tal manera que la intervención estatal 
�
�_����������������=
�������������	
������������	�	�
de la prestación del servicio a cargo de la empresa 
objeto de la medida –de acuerdo con las normas in-
ternacionales–9.

Así las cosas, el artículo 6° del proyecto de ley 
puede ser visto como un desincentivo a los inver-
sionistas privados y la OIT no exige ese tipo de 
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9 Ver: Comité de Derechos Económicos, Sociales y Cul-
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�������
������
&10; por tanto, debería prescindirse 
de dicha “������
���*�”, pues basta con el expedi-
to procedimiento arbitral contemplado en el mismo 
proyecto de ley.

5. Conclusión.
En hilo de lo expuesto, es posible concluir que 

buena parte de las disposiciones del proyecto de ley 
es contraria a la Constitución, los mandatos de la OIT 
*������������	���	
����'
*�����	
��$$���	
��������
���
que no hay duda sobre su inconstitucionalidad e in-
conveniencia, en los términos que hemos planteado.

Atentamente,
�#�������U�����

Superirintendente de Servicios 
Públicos Domiciliarios.

Con copia:
Honorable Senador Rodrigo Lara Restrepo, Pre-

sidente Comisión Séptima de Senado
Honorable Senador Alfonso Núñez Lapeira, Vi-

cepresidente Comisión Séptima de Senado Honora-
ble Senador Jesús Antonio Bernal Amorocho, Autor 

Honorable Senador Germán Antonio Aguirre 
Muñoz

Honorable Senador Ricardo Arias Mora
10  La OIT expresamente señaló:
� ���Q<�!���	��
��	
�
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suprimido en empresas o servicios considerados esencia-
les, los trabajadores deben gozar de una protección ad-
ecuada, de suerte que se les compensen las restricciones 
impuestas���������
���	�	
��������	�����
��������K������
que puedan surgir en dichas empresas o servicios.

 (Véase Recopilación de 1985, párrafo 396.)
� ��/<�^����������������	��
�	
������4����������������	����

en caso de restricción del derecho de huelga en los ser-
vicios esenciales y en la función pública, la limitación 
de la huelga debe ir acompañada por procedimientos de 
conciliación v arbitraje adecuados, imparciales v rápi-
dos en que los interesados puedan participar en todas las 
etapas, y en los que los laudos dictados deberían ser apli-
cados por completo y rápidamente.

 (Véase Recopilación de 1985, párrafo 397.)
  (...)
 551. Los empleados privados del derecho de huelga 
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�
de garantías apropiadas destinadas a salvaguardar sus 
intereses: por ejemplo, negativa del derecho de cierre 
patronal, establecimiento de un procedimiento paritario 
	
��������������*������	�����������������������4�
�����-
nalidad, la creación de un sistema paritario de arbitraje.

 (Véase 279.o informe, caso núm. 1526 (CanadálQue-
bec), párrafo 268.)” (Las subrayas son nuestras).

Honorable Senador Luis Carlos Avellaneda  
Tarazona

Honorable Senador Jorge Eliécer Ballesteros  
Bérnier 

Honorable Senadora Piedad Córdoba Ruiz
Honorable Senador Jorge Enrique Gómez Mon-

tealegre 
Honorable Senador Gloria Inés Ramírez Ríos
Honorable Senador Claudia Rodríguez de Caste-

llanos 
Honorable Senador Milton Arlex Rodríguez  

Sarmiento 
Honorable Senador Jairo de Jesús Tapias Ospina 
Honorable Senadora Ditian Francisca Toro Torres
COMISION SEPTIMA CONSTITUCIONAL  

PERMANENTE DEL HONORABLE  
SENADO DE LA REPUBLICA.

Bogotá, D. C., a los cinco (5) días del mes de oc-
tubre año dos mil nueve (2009).

En la presente fecha se autoriza la publicación en 
la Gaceta del Congreso de la República, el concepto 
jurídico, de la Superintendencia de Servicios Públi-
cos Domiciliarios a por la Doctora, Evamaría Uribe, 
en once (11) folios, frente, al Proyecto de ley número 
087 de 2009 Senado,� ���� ��� �	��� 
�� ����������� ���
�����	���PQ������'��
���	��*�������������
���������
������������
��#����
��<�����
��������
&. Autoría 
del Proyecto de ley del honorable Senador M�
<
�7�-
������J������7�������.

El Secretario,
M�
<
�8������
��N��O������!
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